
1. INTRODUCCIÓN

En el presente trabajo se pretende analizar la incidencia del urba-
nismo en la financiación de las Entidades municipales desde una do-
ble perspectiva: por un lado, cómo se obtienen los recursos necesa-
rios para poder llevar a cabo la transformación de las ciudades, esto
es, quién financia el urbanismo, y, de otro, cómo el desarrollo urba-
nístico de las ciudades se convierte en fuente de financiación para las
Administraciones municipales.

En todo caso es conveniente, en este momento inicial, recordar las
palabras del Tribunal de Defensa de la Competencia, que, en su In-
forme sobre el mercado del suelo de 1993, señalaba lo siguiente:

«Es verdad que en el sistema actual algunos entes locales se com-
portan en algunos casos como auténticos especuladores, restringen la
oferta de suelo hasta extremos increíbles y hacen subir el precio del
suelo paralelamente, pero éste es un comportamiento económicamen-
te justificable dados los problemas de las haciendas locales en España.
La falta de una financiación adecuada para hacer frente a unas presio-
nes sociales que han exigido incrementos de gasto realmente impor-
tantes han llevado a que las autoridades locales hayan recurrido a la
concesión de monopolios locales como una fuente fundamental de in-
gresos.»
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Se pone, así, de manifiesto una realidad ya conocida: la mala si-
tuación financiera de las Corporaciones locales y la posibilidad de uti-
lizar el urbanismo para paliar, en cierta medida, esta situación.

2. LA FINANCIACIÓN DEL URBANISMO

En este apartado se intentará responder a los siguientes interro-
gantes: ¿quién financia el urbanismo? y ¿cómo se obtienen las inver-
siones necesarias para conseguir el desarrollo de la ciudad?

Lógicamente, el modelo de ciudad que diseña el planeamiento re-
quiere, para transformar la realidad existente, importantes recursos
que permitan llevar a cabo las inversiones previstas en el mismo. És-
tos pueden venir del sector público o del sector privado. En la actua-
lidad, no cabe duda que la implicación de ambos será fundamental
para poder conseguir los resultados previstos en el plan. Ahora bien,
será necesario determinar cuál es el grado de participación de la in-
versión publica y cuál el de la inversión privada.

El elenco de posibilidades gira en torno a dos posiciones maxima-
listas: de un lado se puede mantener que solamente los poderes pú-
blicos pueden actuar en la gestión del suelo. Esta solución, propues-
ta por algunos autores, conlleva la necesaria expropiación de los
terrenos a precio de suelo rústico y que sean las Administraciones las
que gestionen los sistemas de ejecución, una vez que todo el suelo de
la actuación esté en manos públicas. Así, la Ley de régimen del suelo
y ordenación urbana, de 12 de mayo de 1956 (en adelante LS56), es-
tablecía en su Exposición de Motivos lo siguiente: «Si ideal en la em-
presa urbanística pudiera ser que todo el suelo necesario para la ex-
pansión de las poblaciones fuera de propiedad pública, mediante
justa adquisición, para ofrecerlo, una vez urbanizado, a quienes de-
searen edificar, la solución, sin embargo, no es viable en España. Re-
queriría fondos extraordinariamente cuantiosos que no pueden ser
desviados de otros objetivos nacionales y causaría graves quebrantos
a la propiedad y a la iniciativa privada.»

La otra opción consiste en hacer recaer en los agentes privados
todo el peso de la financiación del urbanismo. 

Como es natural, entres ambas posiciones extremas existen mul-
titud de posturas intermedias que, a la postre, exigen la intervención
tanto pública como privada. Con carácter general, y sin querer sim-
plificar en exceso, el sector privado incidirá, principalmente, en el
desarrollo de los terrenos lucrativos o productivos, mientras que al
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sector público le corresponderá, en principio, la realización de las in-
fraestructuras, servicios y espacios públicos que vertebran la ciudad
(sistemas generales y locales). No obstante, como tendremos ocasión
de ir analizando, las posibilidades serán múltiples y siempre deberán
ser tenidas en cuenta para cada uno de los casos concretos.

La realización de las inversiones urbanísticas por las entidades pri-
vadas se enmarca en las reglas de funcionamiento de la empresa
privada y, con seguridad, se repercutirá en el precio final del produc-
to inmobiliario. Por el contrario, las inversiones de los agentes públi-
cos estarán destinadas, principalmente, a facilitar el establecimiento de
los sistemas generales, las dotaciones y equipamientos públicos previs-
tos en el plan, y se efectuarán con cargo a los presupuestos públicos. 

La legislación dictada por las distintas Comunidades Autónomas
no suele contener referencia directa a la financiación de la actividad
urbanística. Ésta se configura como una función pública que corres-
ponde a la Administración de las diferentes Comunidades Autónomas
y a los municipios dentro de sus respectivas competencias. No obs-
tante, del articulado de algunos textos normativos se deduce la nece-
saria intervención del sector público y del privado. Así, por ejemplo,
la Ley de ordenación urbanística de Andalucía (art. 5) impone a las
Administraciones Públicas el deber de facilitar y promover la iniciati-
va privada, y, a su vez, reconoce a los titulares del derecho de propie-
dad o cualesquiera otros derechos sobre el suelo o bienes inmuebles
la intervención en la actividad urbanística en los términos previstos
en la legislación general aplicable y en la propia Ley. En sentido simi-
lar, la Ley urbanística valenciana, de 30 de diciembre de 2005, recoge
como objetivos de esta actividad: «Fomentar la iniciativa privada y la
libertad de empresa en el ámbito de la promoción urbanística y la edi-
ficación...», y también prevé que los particulares puedan formular ini-
ciativas y propuestas para el desarrollo de la actividad urbanística y co-
laborar en ella en los términos de la presente Ley (art. 6).

2.1. Financiación pública

En el siglo XIX la actuación de las Administraciones se inscribe en
el marco general de las obras públicas, de forma que los suelos nece-
sarios para el establecimiento de las dotaciones públicas se adquieren
por expropiación y la construcción de las infraestructuras se finan-
cian con cargo a los presupuestos públicos. A finales de ese siglo las
Leyes de Ensanche y Extensión, de 26 de julio de 1892, y de Sanea-
miento y mejora interior de las poblaciones, de 18 de marzo de 1895,
atribuyeron a los municipios la posibilidad de obtener los terrenos
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dotacionales, vía expropiación, y afectaron a la gestión urbanística
impuestos cedidos, recargos y beneficios fiscales. Se establecía, pues,
una directa correlación entre los gastos públicos y los recursos nece-
sarios para las actuaciones de ensanche.

La Ley de régimen del suelo y ordenación urbana, de 12 de mayo
de 1956, consciente de la importancia o trascendencia que tiene la
acción pública para la gestión del territorio, postula la previsión de
recursos económicos adecuados, sin los cuales no cabría desarrollarla.
En tal sentido dedica un Título completo, el V, a analizar los recursos
financieros necesarios para cubrir el coste de la acción urbanística de
la Administración Pública. En concreto, el artículo 175 de la Ley de-
termina: «El Estado y las Entidades locales desarrollarán su acción ur-
banística mediante los recursos económicos autorizados y los que esta
Ley establece.»

Por consiguiente, y en coherencia con los postulados de la Ley, se
establece un elenco de recursos específicamente asignados a la co-
bertura financiera de la acción urbanística que podría ser utilizado,
en principio, por cualquier Ayuntamiento.

Surgen, así, los presupuestos especiales de urbanismo, que estu-
vieron vigentes hasta principios de los años ochenta. Los Ayunta-
mientos de capitales de provincia y los de más de 50.000 habitantes
debían elaborar un Presupuesto especial de urbanismo para atender
a las obligaciones derivadas de esta Ley. Los demás Ayuntamientos
tenían la posibilidad de crearlos.

En el estado de ingresos figuraban los siguientes recursos:

a) subvenciones, auxilios y donativos concedidos para fines urba-
nísticos;

b) asignaciones de igual índole en el Presupuesto ordinario de la
Corporación;

c) productos de las enajenaciones de terrenos afectos al Patrimo-
nio Municipal de Suelo;

d) exacciones autorizadas o que en lo sucesivo se autoricen;

e) arbitrios no fiscales y multas, y

f) rendimiento de empréstitos, préstamos u otras formas de anti-
cipo.

Dentro de las exacciones estaban el impuesto sobre ordenación urba-
nística, que gravaba los terrenos sin edificar enclavados en los polígo-
nos afectados por el planeamiento con un tipo impositivo progresivo
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para incentivar la edificación, y el impuesto sobre aumento del volumen de
edificación, que gravaba los excesos de volumen de edificación pre-
viamente autorizados. A su vez, se otorgaban beneficios tributarios a
quienes ejecutasen y sufragasen nuevas urbanizaciones o a quienes
edificasen en plazo y condiciones determinadas.

En el estado de gastos se consignarán los estudios, proyectos y
obras de primera urbanización dispuestas en los planes y proyectos
aprobados; las cantidades necesarias para atender a los intereses y
amortizaciones de los préstamos, y, finalmente, una partida de «im-
previstos». Una vez ejecutadas las obras de urbanización, los gastos de
mantenimiento, conservación y modificación se efectuarán a cargo
del Presupuesto ordinario.

A su vez, en estos Presupuestos especiales se debían consignar el
5% del Presupuesto ordinario para el Patrimonio municipal del sue-
lo y otro 5% para la ejecución de urbanizaciones (art. 178 LS56).

Los ingresos y gastos de estos Presupuestos especiales eran pro-
pios y específicos para la actividad urbanística de las Corporaciones
locales. Facilitándose la contabilización y el seguimiento de los mis-
mos, con total independencia del resto de actividades municipales. 

Este procedimiento era plenamente coherente con las determina-
ciones contenidas en la Ley del suelo. La misma diferenciaba entre
los sistemas de ejecución (expropiación, cooperación, compensación
y cesión de terrenos viales) y los sistemas de gestión de las obras de
urbanización (gestión pública y privada). Y otorgaba una preponde-
rancia a la gestión pública del suelo sobre la gestión privada, con 
independencia del sistema de actuación elegido (compensación o co-
operación). Así, su artículo 137 establecía: «En la ejecución de los pla-
nes parciales y proyectos de urbanización, la gestión pública podrá
ser sustituida por la privada.»

El texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y ordenación
urbana, de 9 de abril de 1976 (en adelante LS76), mantuvo el Títu-
lo V dedicado a la Gestión Económica, así como la vigencia de los Pre-
supuestos especiales de urbanismo. Con posterioridad, las disposicio-
nes legales que los regulaban fueron derogadas expresamente por la
Ley de 28 de octubre de 1981, de Régimen Jurídico de las Corpora-
ciones locales, quedando integrados los saldos no liquidados y los pen-
dientes de aprobación en un «presupuesto de inversiones» de 1983.

La nueva normativa ya solo admitía dos tipos de presupuestos: el
ordinario, donde se incluían los ingresos y gastos de esta naturaleza,
y el de inversiones, que recogía los recursos y gastos de capital o in-
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versión. De esta forma desaparece la individualización de los ingre-
sos y gastos relacionados con el urbanismo, que pasan a formar par-
te de los recursos de capital, al igual que otros diferentes de la Cor-
poración.

Posteriormente, la Ley de Bases de Régimen Local, de 2 de abril
de 1985, y la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, de 28 de di-
ciembre de 1988, sientan los principios presupuestarios básicos que
se mantienen en la actualidad. 

Por lo que ahora nos interesa, en primer lugar se consagra el prin-
cipio de unidad presupuestaria, de tal forma que en cada Entidad lo-
cal solamente existirá un único presupuesto. El artículo 112 de la Ley
de Bases de Régimen Local establece: «Las Entidades locales aprue-
ban anualmente un presupuesto único...» Por su parte, el vigente
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, de
5 de marzo de 2004, determina en su artículo 164.1: «Las Entidades
locales elaborarán y aprobarán anualmente un Presupuesto general
en el que se integrarán:

a) El Presupuesto de la propia Entidad.

b) Los de los Organismos Autónomos dependientes de ésta.

c) Los estados de previsión de gastos e ingresos de las sociedades
mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente a la Entidad
local.»

Ello conlleva que los ingresos y gastos de las Entidades municipa-
les relacionados con la actividad urbanística deben quedar incluidos
dentro de ese Presupuesto general.

En segundo lugar se refuerza el principio de desafectación de in-
gresos. Con carácter general los recursos presupuestarios se destinan
a financiar la totalidad de los gastos de esa naturaleza, sin que exista
relación directa entre unos y otros. Así, el artículo 165.2 de la LRHL
prevé que los recursos de las Entidades locales se destinarán a satis-
facer el conjunto de sus respectivas obligaciones, salvo en el caso de
ingresos específicos afectados a fines determinados.

De forma que solo podrán afectarse a fines determinados los re-
cursos que, por su naturaleza y condiciones específicas, tengan una
relación objetiva y directa con el gasto a financiar. En este sentido,
como luego veremos, la normativa autonómica prevé determinados
supuestos en los que los ingresos relacionados con los patrimonios
públicos de suelo deben tener la consideración y el tratamiento de
afectados.
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Y, en tercer lugar, se establece el principio de unidad de caja, que
conlleva que los fondos líquidos que entran en la Tesorería están des-
provistos de cualquier afectación y deben ser destinados a satisfacer las
necesidades de pago de la Entidad. Es decir, son los derechos de cré-
dito y las obligaciones de pago los que, en su caso, están afectados al
cumplimiento de fines concretos (urbanismo), con independencia de
la corriente monetaria, que, en virtud del principio de unidad de ca-
ja, se ingresará en la Tesorería de la Corporación para hacer frente a
las necesidades de pago que vayan surgiendo (art. 196 LRHL). Se es-
tablece, pues, una distinción entre flujos de naturaleza económica y
flujos de naturaleza financiera; los primeros se corresponden con los
derechos y obligaciones de contenido económico; los segundos, con
los cobros y los pagos derivados de la liquidación de los anteriores. 

En definitiva, tras la entrada en vigor de la Ley de Bases de Régi-
men Local y de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, el régi-
men económico del urbanismo, establecido por la legislación del sue-
lo (Leyes de 1956 y 1976), desaparece en cuanto a su especialidad, y
desde ese momento las inversiones públicas de los Entes locales ne-
cesarias para la ejecución del planeamiento deben financiarse con el
Presupuesto general de cada Corporación local.

En todo caso se debe recordar que como anexo al Presupuesto, y
de conformidad con el artículo 166 de la LRHL, los municipios po-
drán formular planes y programas de inversión y financiación para
un plazo de cuatro años.

El plan de inversiones, que deberá coordinarse, en su caso, con el
programa de actuación y planes de etapa de planeamiento urbanísti-
co, se complementará con el programa financiero, que contendrá:

a) La inversión prevista a realizar en cada uno de los cuatro ejer-
cicios.

b) Los ingresos por subvenciones, contribuciones especiales, car-
gas de urbanización, recursos patrimoniales y otros ingresos de capi-
tal que se prevean obtener en dichos ejercicios, así como una pro-
yección del resto de los ingresos previstos en el citado período.

c) Las operaciones de crédito que resulten necesarias para comple-
tar la financiación, con indicación de los costes que vayan a generar.

De los planes y programas de inversión y financiación se dará
cuenta, en su caso, al Pleno de la Corporación, coincidiendo con la
aprobación del presupuesto, debiendo ser objeto de revisión anual y
añadiendo un nuevo ejercicio a sus previsiones.
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Ahora bien, estos planes de inversión presentan no pocos incon-
venientes que impiden su utilidad en sí mismos. Por un lado, como
establece expresamente la legislación presupuestaria, son facultati-
vos, es decir, las Entidades no tienen obligación de presentarlos y, lo
que es más importante, su incumplimiento no plantea ninguna con-
secuencia; por otro, en el desarrollo del plan urbanístico suele ser
fundamental la actuación de otras Administraciones (estatal, autonó-
mica y provincial), que, en principio, no quedan vinculadas por el
mismo y su plan de etapas, y, por último, el estudio económico-fi-
nanciero del plan de urbanismo, que durante un tiempo fue un do-
cumento importante del planeamiento y que lógicamente debería es-
tar estrechamente vinculado al programa financiero del plan de
inversiones actualmente está muy devaluado.

En efecto, la Ley del suelo de 12 de mayo de 1956 impuso que al
plan general de ordenación urbana se incorporase un estudio eco-
nómico-financiero «que justifique la ponderación entre el criterio de
planeamiento que se sustenta y las reales posibilidades económicas fi-
nancieras del territorio y población» (arts. 9 y 10). De esta forma, 
como se señala, entre otras, en la STS de 19 de febrero de 1992
(arz. 2908), se creó, durante la vigencia de la Ley del suelo de 1956,
una doctrina jurisprudencial exigente que requería la necesaria pon-
deración entre las previsiones del planeamiento y los recursos eco-
nómicos necesarios para llevarlo a cabo.

Posteriormente el texto refundido de 1976 exigió para los planes
generales y parciales una evaluación económica de la implantación
de los servicios y de la ejecución de las obras de urbanización (artícu-
los 12.2 y 13.2). Preceptos que se desarrollaron en el Reglamento de
Planeamiento de 23 de junio de 1978 (arts. 42, 63, 74, 77 y 83). An-
te esta evolución surge una nueva corriente jurisprudencial que man-
tiene que la importancia del estudio económico-financiero aparece
completamente devaluada, pues de la exigencia contemplada en la
Ley del suelo de 1956 de ponderación entre el criterio manteni-
do por el planeamiento y las posibilidades económico-financieras, se
pasó a una mayor discrecionalidad administrativa en el texto refun-
dido de 1976, al exigirse simplemente determinar la evaluación eco-
nómica de los servicios y de la ejecución de las obras de urbaniza-
ción..., abandonándose, en consecuencia, las ponderaciones entre los
criterios del planeamiento y las reales disponibilidades financieras
(STS de 19 de febrero de 1992, arz. 2908), seguida con posterioridad
por otras muchas.

En suma, el estudio económico-financiero no constituye un pre-
supuesto en el que deban constar cantidades concretas de ingresos y
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gastos..., siendo suficiente indicar las fuentes de financiación que que-
darán afectadas a la ejecución del plan, ya que una evaluación eco-
nómica detallada y exacta de los recursos de financiación del plan...
son más propias de los instrumentos de desarrollo urbanístico (STS
de 6 de junio de 1995, arz. 4942). Llegándose incluso a mantener, en
la STS de 21 de julio de 1999 (arz. 5892), que, aunque no se especi-
fique la fuente de financiación, no se puede declarar la nulidad de
planeamiento, pues es suficiente que el estudio contemple una eva-
luación de los costes y el medio de financiación.

Esta doctrina jurisprudencial ha permitido que las distintas legis-
laciones autonómicas hayan sido bastante laxas en este aspecto. A tí-
tulo de ejemplo, la Ley de ordenación del territorio y urbanismo de
Navarra, de 20 de diciembre de 2002, dentro de los documentos que
deben contener los planes urbanísticos municipales, incluye «el estu-
dio económico y financiero en el que se concrete la viabilidad econó-
mica de las propuestas que se realicen».

Otras legislaciones son todavía más parcas: el texto refundido de
la Ley del suelo de Cataluña, de 26 de julio de 2005, exige, dentro
de los documentos que deben incluir los planes de ordenación urba-
nística, «la agenda y la evaluación económica y financiera de las ac-
tuaciones a desarrollar»; por su parte, la Ley de ordenación urbanís-
tica y protección del medio rural de Galicia, de 30 de diciembre de
2002, incluye como documento del plan general de ordenación mu-
nicipal «la estrategia de actuación y estudio económico», y la Ley del
suelo de la Comunidad de Madrid, de 17 de julio de 2001, requiere
un estudio de viabilidad en el que se justificarán las posibilidades eco-
nómicas y financieras, públicas y privadas, en el término municipal.

En definitiva, el estudio económico-financiero del planeamiento
ha quedado, en el mejor de los casos, como un requerimiento huero.

2.2. Financiación privada

La legislación urbanística, tradicionalmente, viene asumiendo que
los propietarios del suelo deben financiar los gastos de urbanización
y edificación en justa compensación de las plusvalías obtenidas como
consecuencia de la clasificación del suelo.

Así, la Exposición de Motivos de la Ley del suelo de 12 de mayo
de 1956 ya señalaba: «La regulación de los sistemas de ejecución de
las obras responde al principio de que, en todo caso, el propietario
de los terrenos debe satisfacer los gastos de la urbanización como
compensación y dentro de los límites que implica la plusvalía deter-
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minada por la transformación de terrenos en solares o la mejora de
sus condiciones de edificador.»

Posición que se ha mantenido inalterable en las distintas legisla-
ciones urbanísticas. La propiedad del suelo ya no se concibe como un
derecho potencialmente ilimitado, sino que, por el contrario, está su-
jeto a límites precisos, establecidos en las leyes y en los planes de 
ordenación. La función social del derecho a la propiedad privada,
reconocida en nuestra Constitución (art. 33 CE), impone a los pro-
pietarios de los terrenos una serie de deberes, obligaciones y cargas
que necesariamente deben cumplir. En tal sentido, el artículo 2 de la
Ley del régimen del suelo y valoraciones, de 13 de abril de 1998 (en
adelante LS98), establece que «las facultades urbanísticas del derecho
de propiedad se ejercerán siempre dentro de los límites y con el cum-
plimiento de los deberes establecidos en las Leyes o, en virtud de
ellas, por el planeamiento con arreglo a la clasificación urbanística
de los predios».

En definitiva, son las Leyes y los planes urbanísticos los que deli-
mitan el contenido del derecho de propiedad urbana y establecen las
facultades y deberes que corresponden a cada uno de los propietarios.

La ordenación de la ciudad realizada por el planeamiento trae co-
mo consecuencia la división del suelo en las siguientes categorías bá-
sicas: suelo urbano [consolidado y no consolidado], suelo urbanizable
y suelo no urbanizable (arts. 7 y 14 LS98). La clasificación como ur-
bano o urbanizable conlleva que a los propietarios de terrenos encla-
vados en tal situación el planeamiento les esté otorgando unos bene-
ficios importantes: la posibilidad de edificar. 

Ahora bien, el aumento del valor de los terrenos, derivado de la
clasificación del suelo, es consecuencia de la decisión de la Adminis-
tración Pública, que es quien formula y aprueba el plan en atención
a las necesidades colectivas y al interés general. Por ello, la legislación
impone a los titulares de los terrenos, según su clasificación, una se-
rie de obligaciones encaminadas a que la comunidad pueda partici-
par en las plusvalías generadas por la acción urbanística (art. 47 CE). 

Se pretende, en suma, que parte de las importantes plusvalías de-
rivadas de la acción urbanística reviertan en beneficio de todos, esto
es, de la comunidad.

De esta forma, los propietarios de suelo urbano y urbanizable de-
ben costear y, en su caso, ejecutar la urbanización, así como edificar
en los solares en el plazo establecido en el planeamiento (arts. 14 y
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18 LS98). Además, los propietarios de suelo urbano no consolidado
y de suelo urbanizable deben:

a) ceder obligatoria y gratuitamente todo el suelo necesario para
los viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de ca-
rácter local;

b) ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la eje-
cución de los sistemas generales, y

c) ceder obligatoria y gratuitamente el suelo correspondiente al
10% del aprovechamiento urbanístico del correspondiente ámbito
(arts. 14 y 18 LS98).

Todas estas cesiones revierten en los municipios y se incorporan a
sus respectivos patrimonios.

3. EL URBANISMO COMO FUENTE DE FINANCIACIÓN
DE LOS ENTES MUNICIPALES

Como acabamos de ver, los propietarios del suelo deben ceder a
los Ayuntamientos, por un lado, los terrenos lucrativos en los que se
materializa el 10% del aprovechamiento urbanístico, y, por otro, los
suelos necesarios para espacios libres, zonas verdes, dotaciones y sis-
temas generales, así como los viales y las infraestructuras correspon-
dientes. A su vez, el desarrollo de las ciudades incide también en la
obtención de ingresos presupuestarios que, de una u otra forma, es-
tán estrechamente vinculados con la gestión del territorio municipal.

El urbanismo se convierte, así, en una fuente de recursos eco-
nómicos que, aunque, como se verá más adelante, están sujetos, en
determinados supuestos, a concretas restricciones de uso, permiten,
en no pocos casos, sanear las arcas municipales y atender a sus nece-
sidades más imperiosas.

En tal sentido, el Consejo Económico y Social de Andalucía, en su
Dictamen, de 18 de julio de 2001, sobre el Anteproyecto de Ley de Or-
denación Urbanística de esa Comunidad, afirma: «El urbanismo no
puede seguir siendo un mecanismo cuasi preferente para la recauda-
ción de recursos públicos, sino de mejora de nuestras ciudades, de
nuestro hábitat; en definitiva, de mejora de nuestra calidad de vida.»

A efectos de la presente exposición debemos analizar, en primer
lugar, la obtención por los municipios de los terrenos lucrativos deri-
vados de la gestión del suelo; en segundo lugar, los terrenos dotacio-
nales e infraestructuras, que también deben ser cedidos por los pro-
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pietarios, y, por último, analizaremos la incidencia de los recursos
presupuestarios relacionados con el urbanismo en las distintas Enti-
dades municipales. 

3.1. Cesión de terrenos lucrativos

La Administración obtiene el suelo en el que se localiza la parte de
aprovechamiento urbanístico municipal (10% del sector o ámbito
correspondiente) en concepto de participación de la comunidad en
las plusvalías generadas por la acción urbanística (arts. 14 y 18 LS98).

Interesa destacar, en este momento, dos cuestiones: a) se obtienen
los terrenos en los que se localice el aprovechamiento municipal, es
decir, un bien inmueble de naturaleza lucrativa con un valor de sue-
lo determinado, y b) la legislación autonómica de algunas Comuni-
dades ha aclarado que tal cesión incluye los terrenos ya urbanizados.
Se resuelve, en esas Comunidades, una larga controversia que obli-
gaba a muchos municipios a participar en los costes de la urbaniza-
ción, en la proporción a ese 10% de aprovechamiento, y, en muchas
ocasiones, a entregar tales suelos o parte de los mismos para afrontar
dichos gastos.

Cuando los planes de ordenación clasifican un terreno como ur-
bano o urbanizable y, además, le asignan un destino concreto (resi-
dencial, comercial, industrial, zona verde, viario, etc.), los propieta-
rios obtienen unos usos lucrativos determinados y diferenciados. El
aprovechamiento de una parcela considerada como de uso residen-
cial o industrial, lógicamente, es distinto y desigual. Desigualdad que
se manifiesta tanto al determinar distintas clases de suelo (urbano, ur-
banizable y no urbanizable) como al calificarlo en distintos usos e in-
tensidades (residencial, comercial, industrial, zona verde, viario, etc.).

Para establecer el aprovechamiento urbanístico que pertenece a los
propietarios y a la Administración, así como para evitar, en la medida
de lo posible, las desigualdades que se producen entre distintos titu-
lares de terrenos, la legislación ha previsto la técnica del aprovecha-
miento tipo o medio. Para su aplicación, el planeamiento divide el
suelo urbano y el urbanizable en ámbitos territoriales concretos, de-
nominados generalmente áreas de reparto, y para cada una de ellas
existirá un aprovechamiento tipo o medio que servirá de base para
concretar el que pertenece a los propietarios y a la Administración.
Una vez establecido el aprovechamiento lucrativo del ámbito corres-
pondiente, los propietarios del suelo urbano sin urbanización conso-
lidada y del suelo urbanizable deben ceder obligatoria y gratuitamen-
te a la Administración el suelo correspondiente al 10% del mismo.
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Igualmente, pertenecerán a la Administración los excesos de aprove-
chamiento de cada uno de los sectores o unidades de actuación.

El aprovechamiento urbanístico está concebido en nuestro orde-
namiento como un bien inmueble susceptible de apropiación, con
independencia del terreno en que se materialice, y que puede inscri-
birse en el Registro de la Propiedad como finca registral indepen-
diente. Tiene naturaleza de bien patrimonial y habrá de concretarse
en una o varias parcelas de suelo determinadas.

Cuando el aprovechamiento municipal se materialice en terrenos
concretos, éstos, en su condición de bienes patrimoniales, deberán in-
corporarse al inventario de la Entidad (art. 20 del Reglamento de
Bienes de las Corporaciones Locales) y se contabilizarán en su inmo-
vilizado (las Instrucciones de contabilidad local, de 23 de noviembre
de 2004, han creado cuentas específicas para estos bienes). 

Ahora bien, es posible, y así lo permiten las legislaciones autonómi-
cas, que el aprovechamiento municipal se sustituya por su equivalente
en metálico; es decir, los propietarios, en vez entregar el suelo en el que
se materializa, ceden su equivalente económico. La Ley del suelo de
1976 permitía sustituir el 10% del aprovechamiento por una indemni-
zación económica en los casos de actuaciones urbanísticas de carácter
sectorial o que por su naturaleza requiriesen una reducida extensión
de terrenos o estuviesen situados en parajes aislados (art. 125.1). Por
su parte, el texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y orde-
nación urbana, de 26 de junio de 1992 (en adelante LS92), solo ad-
mitía la transmisión del aprovechamiento por el precio resultante de
su valor urbanístico en los supuestos de excesos de aprovechamiento
(art. 151.4) y siempre que el uso de los terrenos no fuese adecuado a
los fines del Patrimonio Municipal de Suelo. No obstante, y a pesar de
esta realidad normativa, lo cierto es que se ha convertido en una prác-
tica común y habitual en las Corporaciones locales la conversión en
metálico de los aprovechamientos no solo de los excesos, sino también
del correspondiente al 10% de cesión obligatoria.

En tales casos nos encontramos ante ingresos que deben quedar
reflejados en el Presupuesto de la Entidad municipal correspondien-
te, si bien se hace necesario determinar el capítulo presupuestario en
el que quedarán recogidos. 

Un sector de la doctrina, así como la Intervención General de la
Administración del Estado (Consultas 9/1993 y 4/1996, de 1 de fe-
brero), considera que se trata de ingresos corrientes imputables al ca-
pítulo III. «Tasas y otros ingresos». Tal posición se justifica, principal-
mente, en que, al ser una actividad típica y normal de las Entidades
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locales, se trata de operaciones corrientes. Por otro lado, como los in-
gresos obtenidos mediante la enajenación de los bienes que integran
el Patrimonio Municipal de Suelo se destinarán a la conservación y
ampliación del mismo (art. 276.2 LS92), y la conservación de tal Patri-
monio tiene la consideración de gasto corriente, necesariamente estos
ingresos deben tener la misma naturaleza, pues de lo contrario se con-
culcaría el artículo 5º de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Por el contrario, creemos que los ingresos a que se está haciendo
referencia deben tener la naturaleza de ingresos de capital, imputa-
bles al capítulo VI. «Enajenación de inversiones reales». 

Esta posición se justifica por lo siguiente:

A) Si la Administración enajena los terrenos en que se materializan
los aprovechamientos, los ingresos así obtenidos se imputarán al capí-
tulo VI del Presupuesto de Ingresos, aunque tales cantidades, que se-
guirán afectadas al Patrimonio Municipal de Suelo, se puedan o deban
destinar a su mantenimiento o conservación y, consecuentemente, con-
siderar como gastos corrientes (capítulo II del Presupuesto de Gastos).

B) La sustitución en metálico de los aprovechamientos urbanísticos
no es otra cosa que una enajenación a favor de los propietarios inicia-
les de los terrenos. De forma que su tratamiento contable no debe va-
riar de los supuestos en los que se produce la venta de los terrenos.

C) El artículo 5 de la LRHL intenta evitar la descapitalización de
las Entidades locales impidiendo que puedan enajenar su patrimonio
para hacer frente a gastos corrientes. No obstante, esta regla general
tiene una excepción prevista en el artículo 276 de la LS92, que per-
mite, solo para los bienes del Patrimonio Municipal de Suelo, su ena-
jenación para la conservación y ampliación del mismo.

D) Si los derechos reconocidos se computan como ingresos corrien-
tes (capítulo III) incidirán en el cálculo del ahorro neto de la Corpo-
ración, es decir, la diferencia entre los derechos liquidados por los ca-
pítulos I a V del estado de ingresos y las obligaciones reconocidas por
los capítulos I, II y IV del estado de gastos, minorada en el importe
de una anualidad teórica de la deuda (art. 53.1 LRHL). Esta cir-
cunstancia no se considera correcta, pues, como seguidamente vere-
mos, nos encontramos ante ingresos afectados con un destino claro y
determinado, que no siempre coincidirá con gastos corrientes. Si,
por el contrario, se imputan al capítulo VI no influirán en esta va-
riable tan importante para las Entidades locales.

Por otro lado, los terrenos obtenidos en virtud de las cesiones del
aprovechamiento y los ingresos obtenidos por la conversión o susti-
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tución de los mismos se deben integrar en el Patrimonio Municipal
de Suelo. Éste tiene como finalidad regular el mercado de terrenos,
obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y fa-
cilitar la ejecución del planeamiento (art. 276 LS92); finalidades que
han sido desarrolladas por la legislación urbanística de las distintas
Comunidades Autónomas. 

El Patrimonio Municipal de Suelo se configura en nuestro Orde-
namiento jurídico como un patrimonio separado de los demás bienes
municipales, que además se encuentra afecto a unas concretas finali-
dades de uso, establecidas por la normativa de cada una de las Co-
munidades Autónomas. Por consiguiente, los recursos obtenidos por
la conversión del aprovechamiento urbanístico constituyen una ex-
cepción al principio general de no afectación de ingresos, pues, como
se acaba de decir, quedan sujetos al destino previsto en las diferentes
legislaciones autonómicas.

En todo caso es necesario aclarar, pues a veces se producen in-
correcciones en este sentido, que son los ingresos derivados de tales
sustituciones los que se incorporan al Patrimonio Municipal de Sue-
lo y nunca el dinero en metálico. En sentido estricto, y en aplicación
del principio de unidad de caja, el metálico no forma parte de este
Patrimonio, sino que serán los derechos de crédito reconocidos por
la conversión del aprovechamiento los que formen parte del mismo
y queden afectos al destino previsto en la legislación de cada una de
las Comunidades Autónomas. Nos encontramos, pues, ante gastos
con financiación afectada, de forma que las Entidades municipales
deberán constituir uno o varios –según sus propias necesidades– pro-
gramas de gasto con financiación afectada que puedan permitir el
control en cada momento del cumplimiento del destino previsto en
la legislación de los recursos del Patrimonio Municipal de Suelo (Re-
glas 46 y ss. de la Instrucción del modelo normal de contabilidad lo-
cal, de 23 de noviembre de 2004). 

Para finalizar este apartado se debe recordar que la Comisión de
Expertos de Urbanismo, creada en 1993, en el llamado Documento
de Salamanca, decía lo siguiente:

«Los patrimonios públicos de suelo que gestionan las diversas Ad-
ministraciones Públicas y los órganos y sociedades de ellas depen-
dientes deben ponerse al servicio de los objetivos de la acción públi-
ca urbanizadora a través de mecanismos de cooperación. Su gestión
no puede utilizarse con fines lucrativos para la financiación de los or-
ganismos o empresas que detentan (sic) su propiedad. Los servicios
públicos que la sociedad demanda deben ser financiados fundamen-
talmente con fondos presupuestarios.»
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3.2. Cesión de bienes dotacionales e infraestructuras 

Como ya se ha señalado, en virtud de las cesiones obligatorias que
la normativa urbanística impone a los propietarios del suelo urbano
y urbanizable, los municipios obtienen: a) los terrenos destinados por
el plan a espacios libres, zonas verdes, dotaciones públicas y sistemas
generales, y b) los viales y la red de comunicaciones interiores de la
urbanización.

Estos bienes e infraestructuras se incorporarán al patrimonio de la
Administración local, con las siguientes peculiaridades:

a) Los espacios destinados a dotaciones públicas (áreas libres,
equipamientos y servicios de interés público y social) se deben inte-
grar, en su condición de bienes inmuebles, en el inventario de la Cor-
poración, con los requisitos establecidos en el artículo 20 del Regla-
mento de Bienes de la Entidades Locales.

Para proceder a su registro contable se debe diferenciar entre los
terrenos destinados por el plan a un uso general y los considerados
afectos a un servicio público. Los destinados a la prestación de un ser-
vicio público (centros docentes, equipamientos sanitarios, deportivos,
etcétera) se deben incluir en el inmovilizado material de conformidad
con el Anexo del Plan General de Contabilidad Pública adaptado a
la Administración local. Por el contrario, los afectos a un uso gene-
ral (espacios públicos para parques, jardines, áreas peatonales...), en
principio, no deben reflejarse en la contabilidad de la Entidad local,
pues no forman parte del inmovilizado material al no estar destina-
dos a la prestación de servicios públicos, ni son inversiones efectua-
das por el Ayuntamiento (Subgrupo 20. «Inversiones destinadas al
uso general»)1.

b) Una vez ejecutada la urbanización, los propietarios también de-
ben ceder al Ayuntamiento la red viaria interior, así como los enlaces
con los sistemas generales de comunicación previstos en el plan. Ta-
les bienes también se deben incorporar al inventario consolidado,
pues, de conformidad con el artículo 20.g) del Reglamento de Bienes
de las Entidades Locales, «en el inventario deberán constar los datos
necesarios para la individualización de las vías públicas, con especial
referencia a sus límites, longitud y anchura». Consideramos que tam-
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bién deben recogerse en el inventario las redes de abastecimiento, sa-
neamiento, alumbrado, etc.

En cuanto a su registro contable, al tratarse de bienes destinados
al uso general, y por las razones apuntadas anteriormente, creemos
que tampoco deben reflejarse en el inmovilizado no financiero de la
Entidad local.

3.3. Recursos presupuestarios relacionados con el urbanismo

Por último, una vez analizados los bienes e infraestructuras incor-
porados al patrimonio de las Entidades locales como consecuencia
directa de la gestión del suelo, se deben mencionar los ingresos ob-
tenidos por el municipio relacionado, de una u otra forma, con el ur-
banismo.

Se pueden diferenciar los siguientes:

A) Ingresos corrientes:

a) impuestos;

b) tasas y contribuciones especiales;

c) sanciones urbanísticas, y

d) el canon de aprovechamiento o prestación compensatoria en
suelo no urbanizable.

B) Ingresos de capital:

a) enajenación de inversiones reales.

A) Las Corporaciones municipales obtienen recursos como conse-
cuencia de las liquidaciones de los tributos vinculados al desarrollo
urbano de las ciudades, en lo que se ha dado en denominar la fisca-
lidad del urbanismo.

Dentro de los impuestos se deben reseñar:

– el impuesto sobre bienes inmuebles;

– el impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras, y

– el impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de na-
turaleza urbana.

También están directamente relacionadas las tasas (licencias de
obras, ampliación, primera ocupación, demolición...) y las contribu-
ciones especiales.
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Por otro lado, las multas impuestas como consecuencia de las in-
fracciones urbanísticas también se convierten en ingresos corrientes
para las Corporaciones locales. Algunas legislaciones autonómicas in-
cluyen estos recursos económicos en el Patrimonio Municipal de Sue-
lo. Así, el texto refundido de las disposiciones vigentes en materia de
ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias, 
de 22 de abril de 2004, en su artículo 216, incorpora los ingresos ob-
tenidos en concepto de sanciones urbanísticas a los Patrimonios Pú-
blicos de Suelo. En parecidos términos, la Ley de ordenación urba-
nística de Andalucía, de 17 de diciembre de 2002, establece que «el
importe de las sanciones, una vez descontado el coste de la actividad
administrativa de inspección que reglamentariamente se establezca,
se integrarán en el patrimonio público del suelo, destinándose espe-
cialmente a actuaciones previstas en el planeamiento, en equipa-
mientos y espacios libres dentro de la ciudad consolidada» (art. 197).

Y, por último, se debe mencionar el canon de aprovechamiento
urbanístico o prestación compensatoria en suelo no urbanizable,
regulada en la normativa urbanística de algunas Comunidades Au-
tónomas (Valencia, Madrid, Castilla-La Mancha, Canarias, Andalu-
cía...). Estas legislaciones, conscientes de que en el suelo no urbaniza-
ble se pueden efectuar actos de edificación, construcción, obras o
instalaciones no vinculadas a las explotaciones agrícolas, pecuarias,
forestales, etc., establecen un canon o prestación compensatoria para
articular, de alguna manera, la participación de la comunidad en las
plusvalías derivadas de estas actuaciones en suelo no urbanizable. 

Nos encontramos, pues, ante una prestación patrimonial de ca-
rácter público no tributaria (art. 2.2 LRHL). En definitiva, un ingre-
so de derecho público frente al cual la Entidad local ostentará las
prerrogativas propias de su condición de Administración Pública y
que se imputará, en principio, al capítulo III del Presupuesto de In-
gresos (Consulta 4/1996, de 1 de febrero, de la IGAE).

B) Ingresos derivados de la enajenación de inversiones reales.

La Hacienda pública ha evolucionado pasando de una Hacienda
eminentemente patrimonial, en la que los bienes en manos muertas
constituían la principal fuente de recursos económicos, a una Ha-
cienda tributaria, en la que el peso gira en torno a la liquidación de
los diferentes tributos.

Ahora bien, como hemos visto, los Ayuntamientos obtienen terre-
nos lucrativos que deben ser cedidos por los particulares al ejecutar
el planeamiento. Estos bienes en manos de los municipios han per-
mitido hablar de un resurgimiento de la Hacienda patrimonial. De
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forma que los ingresos patrimoniales, sobre todo en determinados
municipios con un gran desarrollo urbanístico y turístico, dejan de
ser algo meramente residual para constituir una fuente significativa
en la financiación de dichas Entidades municipales.

En suma, como han puesto de manifiesto Rodríguez Prieto y Fue-
yo Bros, en un estudio referido a los ejercicios económicos 1998-
2000, en torno al 30% de los recursos totales de los municipios espa-
ñoles, en términos de derechos reconocidos, están vinculados a la
actividad urbanística. En el mismo sentido, Mas Cladera, en una po-
nencia presentada en el II Congreso Nacional de Auditoría en el Sec-
tor Público, celebrado en Sevilla los días 30 y 31 de marzo de 2006,
mantiene que en el período 2000-2003 los ingresos tributarios rela-
cionados con la actividad urbanística municipal suponen aproxima-
damente el 30% del total de los ingresos liquidados, y los proceden-
tes de la enajenación de inversiones reales representan el 3,5%.

Esta situación se ha mantenido durante el ejercicio 2004, pues los
datos provisionales obrantes en el Ministerio de Economía y Hacien-
da, referidos a las liquidaciones facilitadas por 6.199 Ayuntamientos,
a 30 de mayo de 2006, presentan el siguiente resultado:
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CAPÍTULOS DE INGRESOS
Derechos Derechos reconocidos/ 

reconocidos derechos totales (%)

Capítulo I

112. Impuesto sobre bienes inmuebles 6.039.067

114. Impuesto sobre el incremento de valor terrenos 1.180.139

7.219.206 17,85

Capítulo II

282. Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras 1.897.152

1.897.152 4,69

Capítulo III

36. Contribuciones especiales 234.973

234.973 0,58

Capítulo VI

6. Enajenación de inversiones reales 2.122.941

2.122.941 5,25

TOTAL 11.474.272 28,37

CUADRO 1
Miles de euros



Además, habría que añadir los derechos reconocidos por la con-
versión del aprovechamiento urbanístico, que algunos municipios, si-
guiendo la postura de la Intervención General del Estado, contabili-
zan en el concepto 399. «Otros ingresos», así como los obtenidos por
las tasas urbanísticas (licencias de obras, primera ocupación, demoli-
ción, etc.). De la base de datos facilitada por el Ministerio no se pue-
de desagregar esta información, pues muestra los derechos reconoci-
dos por artículos (39. «Otros ingresos», y 31. «Tasas generales»), sin
que sea posible determinar qué parte corresponde a las actividades
urbanísticas.

Por último, se debe destacar el incremento producido en los in-
gresos derivados de la enajenación de inversiones reales. En los ejer-
cicios 1998-2000 representaban el 2,48% de los derechos reconocidos
totales; en el período 2000-2003 se sitúan en el 3,5%, y en los datos
provisionales de 2004 ya alcanzan el 5,25%.
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